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CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA

RESOLUCION de 15 de abril de 1997, de la
Dirección General de Patrimonio, por la que se hace
público el arrendamiento del local que se cita.

En cumplimiento de lo previsto en los artículos 84.2
de la Ley 4/1986, de 5 de mayo, del Patrimonio de la
Comunidad Autónoma de Andalucía y 218 del Reglamento
para su aplicación, aprobado por Decreto 276/1987, de
11 de noviembre, se hace público lo siguiente:

1.º Por Resolución de la Consejería de Economía y
Hacienda de fecha 23 de septiembre de 1996, se autoriza
la iniciación de expediente, por el sistema de contratación
directa, para el alquiler de un local en Sevilla, donde alber-
gar el Archivo Central de la Consejería de Cultura.

2.º La autorización se motiva por la urgencia, dada
la saturación en el depósito de documentación de la oficina
actual del archivo, unido a los problemas surgidos en el
edificio por filtraciones de agua, humedades y plaga de
termitas, repercutiendo de forma importante en el deterioro
de la documentación almacenada.

3.º Tramitado el preceptivo procedimiento con arre-
glo a las prescripciones de los artículos 177 y concordantes
del citado Reglamento para la aplicación de la Ley del
Patrimonio, con fecha 18 de diciembre de 1996 se acuerda
por la Consejera de Economía y Hacienda la adjudicación
directa del arrendamiento reseñado a la Sociedad Estatal
de Gestión de Activos, S.A., propietaria del local B, módulo
5 del Edificio N-1, de la Banda de Servicios Oeste de
la Isla de la Cartuja, de Sevilla, con una superficie de
593 metros cuadrados construidos y por una renta mensual
de seiscientas veintisiete mil cuatrocientas setenta tres
(627.473) pesetas, incluido el Impuesto sobre el Valor Aña-
dido y Canon de la Entidad de Conservación.

Sevilla 15 de abril de 1997.- El Director General,
Manuel Gómez Martínez.

RESOLUCION de 23 de abril de 1997, de la
Viceconsejería, por la que se acuerda la remisión
del expediente administrativo a la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo en Sevilla del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía.

En cumplimiento de lo requerido por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de Sevilla, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, y en razón a los recursos
contencioso-administrativos números 471/97, 472/97,
473/97 y 474/97, todos de la Sección 1.ª, y recursos
contencioso-administrativos núms. 472/97, 473/97 y
474/97, de la Sección 3.ª, interpuestos por el Ilmo. Ayun-
tamiento de Barbate contra la Resolución de 10 de diciem-
bre de 1996, por la que se resuelve el programa de sub-
venciones de tipos de interés de préstamos concertados
por las Corporaciones Locales andaluzas, reguladas por
Orden de 30 de julio de 1996 (BOJA núm. 97, de
24.8.96), y por la que se resuelve denegar la petición
de subvenciones de tipos de interés formulada por el refe-
rido Ayuntamiento, por aplicación de lo dispuesto en el
punto segundo de la citada Orden de 30 de julio de 1996,
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.1 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de
27 de diciembre de 1956, en la redacción dada por la
Ley 10/1992, de 30 de abril, de Medidas Urgentes de
Reforma Procesal, y en virtud de la delegación de com-
petencias, por Orden de 25 de febrero de 1994,

D I S P O N G O

1.º La remisión del expediente administrativo a la Sala
de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, para los recursos con-
tencioso-administrativos números 471/97, 472/97,
473/97 y 474/97, de la Sección 1.ª, y para los recursos
contencioso-administrativos números 472/97, 473/97 y
474/97, de la Sección 3.ª

2.º Emplazar a terceros interesados, afectados por la
Resolución de 10 de diciembre de 1996, para que puedan
comparecer y personarse, ante las referidas Sala y Sec-
ciones, en los recursos contencioso-administrativos indi-
cados, por medio de Abogado y Procurador, si a su derecho
conviniere, en el plazo de nueve días, siguientes al de
la publicación de la presente Resolución en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía.

3.º Publicar la presente Resolución en el Boletín Ofi-
cial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 23 de abril de 1997.- El Viceconsejero, José
Salgueiro Carmona.

CONSEJERIA DE TRABAJO E INDUSTRIA

ORDEN de 5 de mayo de 1997, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público
que prestan los Médicos Especialistas en Medicina
Familiar y Comunitaria vía MIR de los Hospitales
y Centros de Salud del SAS en la provincia de Sevilla.

Por la Asamblea de Médicos Especialistas en Medicina
Familiar y Comunitaria de la provincia de Sevilla ha sido
convocada huelga que, en su caso, podrá afectar a los
Médicos Especialistas en Medicina Familiar y Comunitaria
vía MIR de los Hospitales y Centros de Salud del SAS en
dicha provincia, desde las 8,00 horas del día 14 de mayo
hasta las 8,00 horas del día 15 de mayo de 1997.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa
de sus intereses, también contempla la regulación legal
del establecimiento de garantías precisas para asegurar
el mantenimiento de los servicios esenciales de la comu-
nidad, y el artículo 10 del Real Decreto 17/1977, de 4
de marzo, de Relaciones de Trabajo, faculta a la Admi-
nistración para, en los supuestos de huelgas de empresa
encargadas de servicios públicos o de reconocida e ina-
plazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26
y 33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina
en materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios
esenciales de la comunidad, la cual ha sido resumida últi-
mamente por la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990,
de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Adminis-
tración de velar por el funcionamiento de los servicios esen-
ciales de la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que
«exista una razonable proporción entre los servicios a impo-
ner a los huelguistas y los perjuicios que padezcan los
usuarios de aquéllos, evitando que los servicios esenciales
establecidos supongan un funcionamiento normal del
servicio y al mismo tiempo procurando que el interés de
la comunidad sea perturbado por la huelga solamente en
términos razonables».

Es claro que los Médicos Especialistas en Medicina
Familiar y Comunitaria vía MIR, en la provincia de Sevilla
prestan un servicio esencial para la comunidad, cuya para-
lización puede afectar a la salud y a la vida de los usuarios
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de la sanidad pública, y por ello la Administración se ve
compelida a garantizar el referido servicio esencial median-
te la fijación de los servicios mínimos en la forma que
por la presente Orden se determina, por cuanto que la
falta de protección del referido servicio prestado por dicho
personal colisiona frontalmente con los derechos a la vida
y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de la
Constitución española.

De acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, 15 y 43 de la Constitución;
artículo 10.2 del Real Decreto Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía de 5 de
octubre de 1983; y la doctrina del Tribunal Constitucional
relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar
a todos los Médicos Especialistas en Medicina Familiar
y Comunitaria vía MIR de los Hospitales y Centros de Salud
de la provincia de Sevilla desde las 8,00 horas del día
14 de mayo hasta las 8,00 horas del día 15 de mayo
de 1997, se entenderá condicionada al mantenimiento de
los mínimos necesarios para el funcionamiento de este
servicio.

Artículo 2. Por las Delegaciones Provinciales de las
Consejerías de Trabajo e Industria y de Salud de la pro-
vincia de Sevilla, se determinarán, oídas las partes afec-
tadas, el personal y servicios mínimos estrictamente nece-
sarios para asegurar lo anteriormente dispuesto.

Artículo 3. Los paros y alteraciones en el trabajo por
parte del personal necesario para el mantenimiento de
los servicios esenciales mínimos determinados serán con-
siderados ilegales a los efectos del artículo 16.1 del Real
Decreto Ley 17/1977, de 4 de marzo.

Artículo 4. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni
tampoco respecto de la tramitación y efectos de las peti-
ciones que la motiven.

Artículo 5. Sin perjuicio de lo que establecen los
artículos anteriores, deberán observarse las normas legales
y reglamentarias vigentes en materia de garantías de los
usuarios de establecimientos sanitarios, así como se garan-
tizará, finalizada la huelga la reanudación normal de la
actividad.

Artículo 6. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta
de Andalucía.

Sevilla, 5 de mayo de 1997

JOSE LUIS GARCIA DE ARBOLEYA
TORNERO

Consejero de Salud

GUILLERMO GUTIERREZ CRESPO
Consejero de Trabajo e Industria

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Director Gerente del Servicio Andaluz de Salud.
Ilmos. Sres. Delegados Provinciales de las Consejerías de
Trabajo e Industria y de Salud de la provincia de Sevilla.

ORDEN de 5 de mayo de 1997, por la que
se garantiza el funcionamiento del servicio público
que prestan los Médicos Generales sin plaza fija
dependiendo de la Gerencia del SAS en la provincia
de Cádiz.

Por la Asociación de Médicos Interinos de Atención
Primaria de la provincia de Cádiz ha sido convocada huel-
ga que, en su caso, podrá afectar a los Médicos Generales
sin plaza fija dependiendo de la Gerencia del SAS en dicha
provincia, desde las 8,00 a las 24 horas de los días 15,
22 y 28 de mayo, y 5, 12, 19 y 26 de junio de 1997.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce
a los trabajadores el derecho de huelga para la defensa
de sus intereses, también contempla la regulación legal
del establecimiento de garantías precisas para asegurar
el mantenimiento de los servicios esenciales de la Comu-
nidad, y el artículo 10 del Real Decreto 17/1977, de 4
de marzo, de Relaciones de Trabajo, faculta a la Admi-
nistración para, en los supuestos de huelgas de empresa
encargadas de servicios públicos o de reconocida e in-
aplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a
fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus sentencias 11, 26
y 33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina
en materia de huelga respecto a la fijación de tales servicios
esenciales de la Comunidad, la cual ha sido resumida
últimamente por la sentencia de dicho Tribunal 43/1990,
de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Adminis-
tración de velar por el funcionamiento de los servicios esen-
ciales de la Comunidad, pero ello teniendo en cuenta que
«exista una razonable proporción entre los servicios a impo-
ner a los huelguistas y los perjuicios que padezcan los
usuarios de aquéllos, evitando que los servicios esenciales
establecidos supongan un funcionamiento normal del ser-
vicio y al mismo tiempo procurando que el interés de la
Comunidad sea perturbado por la huelga solamente en
términos razonables».

Es claro que los Médicos Generales sin plaza fija
dependiendo de la Gerencia del SAS, en la provincia de
Cádiz, prestan un servicio esencial para la Comunidad,
cuya paralización puede afectar a la salud y a la vida
de los usuarios de la sanidad pública, y por ello la Admi-
nistración se ve compelida a garantizar el referido servicio
esencial mediante la fijación de los servicios mínimos en
la forma que por la presente Orden se determina, por
cuanto que la falta de protección del referido servicio pres-
tado por dicho personal colisiona frontalmente con los
derechos a la vida y a la salud proclamados en los artícu-
los 15 y 43 de la Constitución Española.

De acuerdo con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, 15 y 43 de la Constitución; ar-
tículo 10.2 del Real Decreto Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del
Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía, de 5 de
octubre de 1983; y la doctrina del Tribunal Constitucional
relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que podrá afectar
a todos los Médicos Generales sin plaza fija dependiendo
de la Gerencia del SAS de la provincia de Cádiz desde
las 8,00 a las 24 horas de los días 15, 22 y 28 de mayo,
y 5, 12, 19 y 26 de junio de 1997, se entenderá con-
dicionada al mantenimiento de los mínimos necesarios
para el funcionamiento de este servicio.

Artículo 2. Por las Delegaciones Provinciales de las
Consejerías de Trabajo e Industria y de Salud de la pro-
vincia de Cádiz se determinarán, oídas las partes afectadas,
el personal y servicios mínimos estrictamente necesarios
para asegurar lo anteriormente dispuesto.

Artículo 3. Los paros y alteraciones en el trabajo por
parte del personal necesario para el mantenimiento de
los servicios esenciales mínimos determinados serán con-


